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Santander es uno de los 11 departamentos que con­
centran el 75% de las acciones1 que desarrollan en Co­
lombia los grupos armados ilegales. Después de 
Antioquia (17%) y Arauca (10%), registra el 7% de las 
actividades guerrilleras y de los grupos de autodefensa2

• 

El conflicto armado tiene múltiples expresiones. Una es 
la realidad que viven los habitantes de Barrancabermeja, 
donde uno de los actores armados -las autodefensas 
ilegales- esta presente en algunos sectores de la ciu­
dad; otra realidad se vive en zonas rurales y pequeños 
municipios donde diversos frentes de las Farc y del Eln 
son quienes hacen presencia. La crisis humanitaria se 
refleja en altos índices de desplazamientos y reiteradas 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al 
DIH por parte de los mismos grupos armados ilegales. 

El Registro nacional de población desplazada por la 
violencia de la Red de Solidaridad Social señaló que en 
Santander, hasta el 15 de diciembre de 2002, se des­
plazaron 29.561 personas (6.554 hogares) hacia otros 
departamentos; a la misma fecha habían arribado 
45.823 personas que equivalen a 10.251 hogares3

• 

Entre 1990 y diciembre de 2002 se presentaron en 
el departamento un total de 374 eventos (277 acciden­
tes, 97 incidentes) causados por minas antipersonal o 
por explosivos abandonados sin detonar. De ellos, el 
Eln es presuntamente responsable de 198 (53.2%), el 
Epi de 5 (1.3%) y los distintos frentes de las Farc se­
rían los autores de 81  eventos (21.8%). 

l. 
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Barrancabermeja y San Vicente de Chucurí son los 
municipios con mayor índice de eventos con 80 y 93 
respectivamente. Durante el mismo período se regis­
traron a nivel nacional 2.006 eventos por minas 
antipersonal, es decir que los 374 eventos registrados 
en Santander representaron el 18.6% del total4. 

Frente a esta situación, el Observatorio de Minas 
Antipersonal puso en marcha un proyecto con el objeti­
vo de brindar atención integral a las víctimas en los 
municipios de Barrancabermeja, San Vicente de Chucurí, 
Matanza, El Carmen y Rionegro, el cual fue ejecutado 
en tres ejes de trabajo a través de Bono-Salud, Institu­
ción Prestadora de Servicios de Salud, Ips. 

El primer eje consistió en la conformación de un 
equipo técnico de atención psico-afectiva con el pro­
pósito de sensibilizar, capacitar e intervenir adecuada­
mente en la aplicación de instrumentos teóricos y prác­
ticos, para la atención de discapacidades asociadas al 
estrés postraumático que genera el accidente o inci­
dente por minas antipersonal. Este trabajo de sensibi­
lización se llevó a cabo con las autoridades municipa­
les y el sector salud del departamento. 

En la segunda línea de trabajo se realizó un diag­
nóstico sobre la demanda y oferta de la situación de 
las víctimas y su atención, para definir y poner en fun­
cionamiento servicios de atención en salud y de reha­
bi l itación f ís ica a los sobrevivientes de minas 
antipersonal. Para esto se hizo un listado de perso­
nas que han sido víctimas de MAP en el departamento. 
De igual manera, se evaluaron las necesidades de aten­
ción en salud de los sobrevivientes de MAP, en el cam­
po de la salud física y mental y la rehabilitación física. 

El tercer y último eje de trabajo realizó la propuesta 
de Plan de Acción para la atención a víctimas de minas 
antipersonal, el cual fue concertando con autoridades 
departamentales para ofrecer un Programa Integral de 
Rehabilitación Física, Mental y Laboral mediante la arti­
culación de la gestión de las distintas instancias guber­
namentales y privadas, así como de las ONG nacionales 
e internacionales que puedan aportar al mismo. 

1 Nos referimos a secuestros, asesinatos selectivos, masacres, desaparicio­
nes, homicidios, ataques terroristas, destrucción de infraestructura vial y 
eléctrica, asalto a entidades y poblaciones, contactos armados, embosca­
das y actos de piratería terrestre. 

2 Colombia, conflicto armado, regiones, derechos humanos y DIH 1998 -
2002. Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, Vicepresiden­
cia de la República, Bogotá, julio de 2002, pág. 12. 

·, Red de Solidaridad Social, Presidencia de la República. http://
www.red.gov.co Acceso del 22 de enero de 2003. 

4 Observatorio de Minas Antipersonal del Programa Presidencial de Dere­
chos Humanos y DIH. Frecuencia departamental de Eventos por MAP/ 
UXO 1990 - Noviembre de 2002. Vicepresidencia de la República. 

e 



e 

e 

BARRANCA 

¿U ¡u�JI

Una de las regiones más críticas de Colombia, en cuanto a intensidad del 
conflicto armado, es la del Magdalena Medio que comparte territorio en los 
departamentos de Bolívar, Caldas, Boyacá, Cundinamarca, Cesar, Magdale­
na, Antioquia y Santander. Este último tiene entre sus municipios a la ciudad 
de Barrancabermeja, principal puerto sobre el río Magdalena, eje de la in­
dustria petrolera y el más importante centro poblado del Magdalena Medio. 

Pocos municipios del país registran situaciones tan complejas como las 
que durante décadas ha vivido Barrancabermeja: presencia activa de diver­
sos actores armados ilegales, alto número de migrantes y desplazados, cons­
tantes violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Inter­
nacional Humanitario ( en especial asesinatos selectivos, masacres y des­
apariciones) y elevados índices de delincuencia. A la par, la ciudadanía de 
Barrancabermeja tiene en su haber una historia de organización por la de­
fensa de sus derechos; para citar un solo ejemplo, basta mencionar la Cam­
paña Nacional Contra la Impunidad en Barrancabermeja, impulsada por más 
de 300 organizaciones no gubernamentales (sindicales, sociales, campesi­
nas, indígenas y religiosas), la mayoría de ellas de la misma zona1

• 

Todos los actores armados ilegales, sin excepción, han intentado esta­
blecerse en el casco urbano y en las áreas rurales del municipio. General­
mente se trata de una influencia "temporal" en los barrios periféricos, que 
disminuye o desaparece ante la presencia de nuevos actores que se impo­
nen con más y más terror. 

Ese fue el caso de las autodefensas ilegales que desde 1998 emprendie­
ron una arremetida contra los grupos guerrilleros -Farc y Eln- que operaban 
en Barrancabermeja desde muchos años atrás. El propósito era quitarles el 
control sobre los barrios populares y aniquilarlos. La incursión de las 
autodefensas truncó el proyecto del Eln de establecer el Área del Magdalena 
Medio, cuyo eje sería Barrancabermeja. Frente al accionar de las 
autodefensas, analistas de inteligencia de organismos de seguridad del Es­
tado han señalado que "empleó (Castaño) una estrategia de guerra muy 
sencilla: captar cuadra por cuadra hasta lograr el completo dominio de los 
1.274 Kms2 de su área urbana y desterrar a 360 milicianos que hacían parte 
de los cuatro frentes del Eln y uno de las Farc. El método de presión también 
fue muy simple: el ultimátum a los grupos que apoyaban militar y política­
mente a los milicianos del Eln y las Farc, que también se enfrentaban por el 
control territorial de la ciudad''2 . 

. En medio de la confrontación que surgió en el puerto entre los frentes 24 
de las Farc, Manuel Gustavo Chacón y Resistencia Yaraguíes del Eln por un 
lado, y las Autodefensas Unidas de Colombia por otro, dirigentes, militantes, 
activistas e integrantes de organizaciones sociales, políticas y populares su­
frieron en carne propia el terror que generaban los grupos armados ilegales. 
Diversas agrupaciones de la sociedad civil, como el Comité Regional para la 
Defensa de Derechos Humanos, Credhos, la Organización Femenina Popu­
lar, la Asociación de Campesinos del Valle del Río Cimitarra y la Unión Sindi­
cal Obrera - Uso, fueron víctimas de la persecución y la eliminación física3

• 

� 
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La crisis humanitaria y de derechos humanos en la 

región evidencian la escalada y degradación del con­

flicto en los centros urbanos. Como lo estableció el Ob­

serva torio de Derechos Humanos y DIH, "las 

autodefensas llevaron a cabo una ofensiva en 

Barrancabermeja que le permitió reducir notablemen­

te la influencia de las guerrillas y controlar el casco 

urbano del puerto petrolero"4 
• Esta afirmación refuerza 

los argumentos del director del Programa de Paz y De­

sarrollo del Magdalena Medio, sacerdote Francisco de 

Roux, quien expresó en el foro: "Conflicto armado, la 

cara urbana", organizado por El Tiempo en noviembre 

de 2002: "Es evidente que hubo un plan de Carlos Cas­

taño para adueñarse de este puerto petrolero 

(Barrancabermeja) en el que el Eln y las Farc ejercían 

un gran dominio". En el mismo evento el analista León 

Valencia afirmó que "el control de las autodefensas se 

presentó en primer lugar en Apartadó, luego en Mon­

tería y Barrancabermeja, y ahora van para Medellín"5• 

Sobre Barrancabermeja se ha dicho mucho. Diver­

sas instituciones nacionales e internacionales, priva­

das y estatales, han intervenido con recursos y progra­

mas para buscar salidas, en medio del conflicto, a la 

difícil situación que allí se presenta. Las palabras del 

Defensor Regional del Pueblo son contundentes en el 
momento de proponer salidas a la crisis humanitaria 

en Barranca: "Cotidianamente secuestran por diferen­
tes motivos, castigan y asesinan homosexuales y pros­

titutas. Esto se evidencia con los 98 homicidios, las 42 

desapariciones, que han ocurrido en Barrancabermeja 

en lo que va corrido del año, la mayoría de ellos dentro 

de la más absoluta impunidad. El 98% de los homici­

dios y el 100% de las desapariciones cometidas este 

año podrían quedar en la impunidad. De  

Barrancabermeja han tenido que salir, en lo  que va 

corrido de este año, 190 familias, aproximadamente 

800 personas, producto de esta política de terror. La 

situación en que vive el Magdalena Medio, producto de 
la política de miedo implantada por las organizaciones 

ilegales armadas, insurgencia y autodefensas, debe lle­

var a la ciudadanía de la región a colaborar con las 

instituciones, rodearlas, fortalecerlas"6
• 

' Campaña Nacional Contra la Impunidad en Barrancabermeja, en http:// 
www. algonet.se/demos/campa/camp_org. htm#impulsan. Acceso del 8 
de enero de 2003. 

2 Farc intentan reconquistar a Barranca, en La Opinión, Cúcuta, domingo 20 
de octubre de 2002, pág. 4C. 

3 Revista Credhos, Barrancabermeja, 2002, págs. 17, 18.
• Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, 

Panorama actual de Barrancabermeja, Bogotá, diciembre de 2001, pág. 2.
5 Acceso en: http// www.eltiempo.terra. eom.co/coar/noticias.html, 20 de

octubre de 2002.
6 Lizarazu Gómez, Jorge. "Situación de la región". En:, pág. 12.

FARC 

Frente' 

Frente 45 

Frente 20 

Frentes 11, 
23 y 46 

Provincia de García Rovira en los municipios 
de Guaca, San Andrés, Málaga, Concepción, 
Capitaneja y Cerrito. 

Provincia de Soto en los municipios de Matanza, 
Suratá, California, Tona, El Playón, Rionegro, 
Vetas y California. 

Provincia de Vélez en los municipios de Barbosa, 
Florián, La Belleza, Landázuri, Vélez y Jesús 
María y Provincia de Enciso y Ocamonte. 

Número de integrantes: aproximadamente 950 hombres 

ELN 

Frente Claudia 
Isabel Escobar 

Frente Manuel 
Gustavo Chacón 

Frente Diego 
Cristóbal Uribe 

Frente Guillermo 
Vásquez 

Frente Capitán 
Parmenio 

Frente Efraín 
Pabón Pabón 

Frente Resistencia 

Provincia de Soto 

Provincias de Mares y de Soto 

Provincias de Soto 

Área Metropolitana de Bucaramanga 

Región Chucureña y Provincia Guanentina 

Provincia de García Rovira y Guanentina 

Yariguíes y Milicias Área urbana y rural de Barrancabermeja 
Populares 

Número de integrantes: aproximadamente 750 hombres 

EPL 

Frente Ramón Gilberto Barbosa calificado como un reducto del Epi. 
Mantiene presencia al norte de la Provincia de Soto. El número total 
de integrantes se estima en 40 personas. 

GRUPOS OE AUTODEFENSAS 

Bloque Central 
Bolívar 

Bloque del Magdalena 
Medio 

Frente Fidel Castaño Gil, 
Grupo Autodefensas 

Urbanas (GRAU) 

Frente Pedro 
Pascasio Martínez 

Frente Lanceros 
de Vélez 

Puerto Wilches y el Sur de Bolívar 

Puerto Parra, Puerto Araujo, El Carmen, 
Cimitarra, Betulia, Zapatoca, Landázuri, 
Simacota, Socorro, El Hato 

Área rural y urbana de Barranca 
y Bucaramanga 

Provincias de García Rovira 
y Guanentina 

Provincia de Vélez en los municipios de 
Rionegro, Sabana de Torres, El Playón 
y Lebrija 

Número de integrantes: aproximadamente 2.000 hombres. 
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La agudización de la confrontación en las seis (6) 

provincias que forman el departamento de Santander, 
hace de esta región una de las más afectadas por el 
conflicto social y armado que vive nuestro país. Esta 
situación se refleja en el hecho de ser el segundo de­
partamento con mayores registros por la acción de mi­
nas antipersonal y artefactos explosivos abandonados. 

Según cifras del Ministerio de Defensa, las infrac­
ciones al DIH y las violaciones a los derechos humanos 
cometidas por los grupos de autodefensa ilegales se 
incrementaron en 1999 y 2000 (frente al período com­
prendido entre 1995 y 1998) con un total de 1.330 y 
2.009 acciones respectivamente. En 2001, aunque las 
infracciones disminuyeron frente al 2000, se mantie­
nen altas con 1.588. El número de víctimas en masacres 
realizadas por las autodefensas presentó una notable 
intensificación en 1999 con 408 y especialmente en 
2000 con 701. La crítica situación se evidencia si se 
tiene en cuenta que el total de víctimas entre 1995 y 
2001, exceptuando 1999 y 2000, es de 422 un poco 
más que las registradas en 1999 y considerablemente 
menor que las presentadas en el año 20001

• 

Al igual que en otras partes del país, el accionar de 
las autodefensas ilegales se caracteriza por amenazar 
y eliminar supuestos apoyos civiles de la guerrilla, ase­
sinar dirigentes políticos al igual que líderes sindicales, 
sociales y populares. La revista Noche y Niebla esta­
blece que entre abril y junio de 2002 se han registrado 
en Santander 32 víctimas por infracciones al DIH, 108 
víctimas por violación a los derechos humanos y 30 a 
causa de la violencia política y social2. 

De igual forma, cifras del Comité Permanente por 
la Defensa de los Derechos Humanos revelan que en 
Santander la tasa de víctimas por masacres por cada 
100.000 habitantes es de 5.55 para el año 2001; la 
tasa de homicidios políticos fue de 21.43 ocupando el 
cuarto lugar a nivel nacional y la tasa de homicidios 
sociales fue de 3% para el mismo año3

• 

La ejecución de masacres y homicidios políticos 
cometidos a nivel nacional tuvo su principal autor en 
los grupos de autodefensas ilegales con 82% y 77% 
respectivamente4

• 

1 Ministerio de Defensa, Informe Anual Derechos Humanos y DIH 2001. 
Bogotá, febrero de 2002, págs. 64 y 69. 

2 Noche y Niebla, publicación de Cinep y Justicia y Paz. en http// 
www.nochey niebla.org. Acceso del 7 de enero de 2003. 

3 Comité Permanente por la Defensa de lo Derechos Humanos, Situación 
de los Derechos Humanos en Colombia 2001. Bogotá, mayo  de 2002, 
págs. 13, 17 y 20. 

• Jbíd., págs. 16, 19 y 22. 

ú 
El hurto de gasolina también es una práctica fre­

cuente en Barrancabermeja, lo que les representa in­
gresos aproximados de $150 millones de pesos dia­
rios5 utilizados para reforzar su posicionamiento en la 
ciudad y en sus áreas rurales: . 

Según el Defensor del Pueblo -Regional del Mag­
dalena Medio-, Jorge Gómez Lizarazo, la actividad de 
los grupos de autodefensa ilegales en esta región "está 
orientada política y económicamente al establecimiento 
y consolidación forzados d e  u n  modelo de 
gobernabilidad autoritaria y de desarrollo excluyente 
respectivamente"6

• 

El. üESPLA,A�\h!.le��TG, 
FGR,Au,Q 

El conflicto armado en Santander ha traído como 
consecuencia una delicada situación que ocasiona el 
desplazamiento forzado de personas. Según los in­
formes de la Red de Solidaridad Social, el acumulado 
de población desplazada que ha recibido el departa­
mento desde 1995 hasta el 15 de noviembre de 2002, 
es de 9.882 hogares (44.471 personas) en el mismo 
lapso ha expulsado 6.335 hogares (28.786 personas), 
lo que representa el 4.8% y el 3.1% del total nacional 
de hogares desplazados (203.427 que equivalen a 
926.565 personas desplazadas)?. 

Santander cuenta con seis de los cien murnc1p1os 
caracterizados por la Red de Solidaridad Social como 
los mayores receptores de desplazamiento individual 
durante el mismo período: 

V °" fq.;f di,f!.'rfr;i;_' •;, ,, 
Bucaramanga 9.958 

Barrancabermeja 15.392 

Floridablanca 4.960 

Girón 3.892 

Piedecuesta 2.203 

Lebrija 1.114 

TOTAL U' .. <.97 .519

La cifra corresponde al 5% del total nacional de 
737.303 personas que han sido desplazadas individual­
mente desde 1995 hasta el 15 de noviembre de 2002. 

5 "Situación de Derechos Humanos" en: Revista Credhos. Bogotá, 2002, 
pág. 53. 

6 Lizarazo Gómez, Jorge. "Situación de la región" en: Revista Credhos. 
Bogotá, 2002, pág. 11. 

7 Red de Solidaridad Social en http//www. red. gov. co/Download/files/ 
registro_sur_dic_03_web. xls. Acceso 19 de diciembre de 2002. 

5 
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de estas 37. 5 19 personas, 17.837 son menores de 

edad (2.4% del total nacional), 18.829 mujeres (2.5%) 

y 18.689 hombres (2.5%)8
• 

La Consejería para los Derechos Humanos y el Des­

plazamiento, Codhes9, reporta para el tercer trimes­
tre de 2002 un estimado nacional de 149.387 perso­
nas desplazadas, de las cuales Santander ha recibido 

3 .836, uno de los mayores receptores. La situación 

de la población desplazada es crítica: algunos de los 

l íderes han s ido amenazados por grupos de 

autodefensas, como es e l  caso de dirigentes de la 

Coordinación Metropolitana de Población Desplazada 

por la V iolencia10• Igualmente, el Colectivo de Aboga­
dos "José Alvear Restrepo" instauró una acción ur­

gente denunciando las condiciones en las cuales per­

manecían más de 50 familias desplazadas ubicadas 

en la antigua cárcel de mujeres de Bucaramanga11
• 

Un diagnóstico socioeconómico reciente sobre po­
blación asentada en Bucaramanga y sus municipios ale­

daños, realizado por la Corporación Compromiso y la 

Consejería en Proyectos, revela que el 60% de las 387 

familias que han llegado a Girón y que se encuentran 

agrupadas en la Asociación de Desplazados de Girón 

"ASODEG", provienen de las áreas urbanas principal­
mente de Sabana de Torres, San Vicente de Chucurí y 

Puerto Wilches. El mismo estudio revela que el 26% de 

los desplazamientos fueron provocados por grupos de 
ultraderecha y el 20.37% por la subversión12. 

Producto de las conversaciones realizadas a comien­

zos del año 2001 entre el gobierno del presidente An­

drés Pastrana Arango y las autoridades del Sur de Bo­

lívar para tratar el tema del proceso de negociación 
con el Eln, y de la visita del V icepresidente Gustavo Bell 

Lemus a Barrancabermeja, se dieron los pasos inicia­

les para la creación de un espacio de concertación en­
tre las organizaciones sociales del Magdalena Medio, 

los representantes de entidades estatales, del Gobier­

no y de la comunidad internacional. En esta reunión se 

creó la Comisión Intersectorial por la Defensa de la 

Vida en Barrancabermeja - Ciudad Región de Paz 

8 Ibíd . 
' Codhes en http://www. codhes.org.co. Acceso 19 d e  d iciembre de  

2002. Codhes Informa, No. 43, 18 d e  noviembre d e  2002. 
10 I nformación co nsignad a  en el Oficio INT/510/ 01, d el 17 de d ic iembre de  

2 001 de  l a  Ofici na d el Alto Comisionado d e  l as Naciones Unid as para los 
Derechos Humanos en Colombia. 

11 Col ectivo de  Abogados José Alvear Restrepo .  Acción U rgente, abril 
d e  2002, ed ición mimeografiad a, pá g. l .  

12 "Despl azamiento en Girón: u n  problema q ue v a  e n  ascenso" en Van­
guard ia Liberal, Bucaramanga, 15 d e  octubre de  2002. pág. 8A. 

(Decreto 1747 de 2002), con el fin de "diseñar accio­

nes a favor de la ciudadanía de Barrancabermeja e 

impulsar las investigaciones que por violaciones a los 

Derechos Humanos e infracciones al DIH adelanten 

los organismos de investigación" 13• 

La Secretaría Técnica de la Comisión está a cargo 

de un representante del Espacio de Trabajadoras y Tra­

bajadores de Derechos Humanos del Magdalena Medio 

y un delegado del Ministerio del Interior. Entre las insti­

tuciones que conforman la Comisión están: la Alcaldía 

de Barrancabermeja, la Oficina de Derechos Humanos 

de la Policía Nacional, la Gobernación de Santander, Mi­

nisterio de Defensa, Procuraduría General de la Nación, 

Defensoría del Pueblo, Fiscalía General de la Nación, 

CINEP, la Organización Femenina Popular (OFP), Briga­

das Internacionales de Paz (PBI) y Diakonia. 

En marzo de 2001 se estableció la conformación de 
grupos de trabajo con el propósito de realizar planes 

de acción alrededor de cinco temas: planes de contin­

gencia, legitimación social de las organizaciones de­

fensoras de los derechos humanos, prevención de vio­

laciones de derechos humanos e infracciones al DIH, 

fortalecimiento institucional y sociedad civil. 

Esta Comisión Intersectorial ha analizado perma­
nentemente la evolución de la situación de los dere­
chos humanos y el DIH en la región y ha impulsado 

acciones de cada uno de sus integrantes con el fin de 
fortalecer el trabajo en materia de prevención, pro­

tección, capacitación en derechos humanos y lucha 

contra la impunidad. Es importante resaltar el trabajo 

de la comunidad a través de la participación activa de 

los presidentes de las Juntas de Acción Comunal. 

Entre los logros de la Comisión está el acercamien­

to entre autoridades civiles y militares de la región y 

líderes de organizaciones sociales, gremiales y sindi­

cales, generando así un ambiente de confianza entre 

ellos y propiciando la concertación de planes que per­

mitan contrarrestar las acciones de los grupos arma­

dos ilegales en la zona. Uno de los principales retos de 

la Comisión Intersectorial es retomar la elaboración y 

desarrollo de un Plan de Acción concertado que permi­

ta garantizar, proteger y promocionar los derechos hu­

manos y el DIH para obtener resultados positivos en la 

lucha contra la impunidad de los grupos armados ile­
gales que operan en toda la región. 

13 Vicepresidenci a de la Repúbl ica, Programa Presid encial de Derechos H u­
manos  y DIH. Proceso de Conformación de la Comisión Intersectoríal por 
la Vida en Barrancabermeja-Ciudad Región de Paz. Bogotá, 2002, pág. l .  
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Colombia es Estado Parte en la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos desde el 31 de julio de 
1973. El Estado colombiano reconoció, por un tiempo 
indefinido, la jurisdicción y competencia de la Corte y 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
CIDH -órganos de protección de derechos humanos- el 
21 de junio de 1985. 

El Artículo 63 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establece en su numeral 2: "En 
caso de extrema gravedad y urgencia, y cuando se 
haga necesario evitar daños irreparables a las perso­
nas, la Corte en los asuntos que esté conociendo, po­
drá tomar las medidas provisionales que considere per­
tinentes. Si se tratare de asuntos que aún no están 
sometidos a su conocimiento, podrá actuar  a solicitud 
de la Comisión". 

El Artículo 25 del  Reg la mento de la Com isión 
Interamericana de Derechos Humanos, en su numeral 

: L S w STc fViA ü li:  ALE 
El S istema de Alertas Tem pra nas (SAT) de l a  

Defensoría del Pueblo es un proceso con varios mo­
mentos: recepción, verificación, análisis, valoración, cla­
sificación y comunicación de informes creíbles y facti­
bles de ocurrencia de violaciones masivas de derechos 
humanos en el contexto del conflicto armado. La mi­
sión fundamental del Sistema es la de advertir sobre 
situaciones de riesgo para activar un dispositivo de res­
puesta integral del Estado, encaminando a mitigar, ale­
jar, superar o eliminar las amenazas contra los dere­
chos fundamentales de una comunidad en riesgo14 • 

Según el SAT, Santander hace parte del grupo de 
departamentos que han solicitado protección para su 
población afectada por situaciones como amenazas, 
bloqueo de vías, desplazamiento forzado, enfrenta­
mientos, posibles tomas o incursiones, desapariciones, 
presencia de minas antipersonal y homicidios. En lo 
comprendido entre el 1 ° de enero y el 20 de diciembre 
de 2002, el departamento presenta siete alertas tempra-

ü E M�AuAS PGR LA C.w D H 

1 señala que "en caso de gravedad y urgencia y toda 
vez que resulte necesario de acuerdo a la información 
disponible, la Comisión podrá a iniciativa propia o a 
petición de parte solicitar al Estado de que se trate, la 
adopción de medidas cautelare's . para evitar daños irre­
parables a las personas". El numeral 4 establece que 
"el otorgamiento de tales medidas y su adopción por el 
Estado, no constituirá prejuzgamiento sobre el fondo 
de la cuestión". 

Durante el año 2000 la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos decretó para Colombia once 
medidas cautelares. En 2001 fueron otorgadas 14 y en 
2002 se decretaron 19 medidas. Entre las organizacio­
nes beneficiarias de estas medidas en el departamen­
to de Santander se encuentran la Asociación de Cam­
pesinos del Valle del Río Cimitarra, la Organización Fe­
menina Popular- OFP, La Comunidad de la Universidad 
Industrial de Santander; la ONG de derechos humanos 
Credhos y los miembros de la Unión Sindical Obrera. 

TAS �� E fvi A AS 
nas en once de sus 87 municipios, lo que equivale al 
12.64 % de su territorio. De acuerdo con los registros 
del SAT, en el período comprendido entre jul io de 2001 
y junio de 2002, se solicitó protección para 127.931 
habitantes de Santander, departamento que ocupa el  
segundo lugar con mayor población en riesgo de los 23 
que se encuentran bajo alertas tempranas15• 

El departamento presenta una alerta por sospe­
cha de presencia de m inas antipersonal en los muni­
cipios de El Playón y Suratá. El 24 de enero de 2002, 
el frente C l a u d i a  Isa bel  Escobar  J erez de l  E l n  
incursionó e n  l a  población d e  E l  Pino, a menazó a los 
habitantes y produjo el desplazamiento de 45 perso­
nas al caso urbano de El Playón. 

14 I nform ación obte nida en la página Web de la Defe nsoría del Pue blo: 
http://www. defensorí a. org .co 

15 Sistema de Alertas Tempranas, Defensoría del Pueblo, número 1, julio
de 2002, pág. 9. 

1• S istem a de Aler tas Tempranas, SAT, Defensoría del Pueblo, Consoli­
dado de Alertas Tempranas a a gosto 31 de 2002 . 

ALERTAS TEMPRANAS ACTIVADAS DURANTE 2002 16

El Playón y Suratá 

Bucaramanga 

Barbosa 

Zapatoca 

Floridablanca, 
Piedecuesta, Lebrija 
y Bucaramanga 

Puerto Wilches 

Sucre 

t��,,i;�'.(t;¡jf,�,::,r,¡,, '' - ,  ·: · ': r:.-r 
AC BV DES EN PTI OTRO 

Enero 24 X X 
Febrero 26 X 

Marzo 1 5  X 

Abril 5 X 

Abril 26 X 

Mayo 24 X 

AUC 

X 

X 

X 

X 

ELN FARC OTRO 

X 

X 

X 

Diciembre 1 3  X X X X X X 

AC: Amenazas a cMles, BV: BloqÜe; de vías, DES'.óesplazami¡;;;to forzado, EN: Enfrentamiento, 
PTI: Posible toma o incursión,J !!ros: desaparlJ.cidos, homicidio§.!_e�n�os v .mi!!as a.ntipersonal 
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LAS MINAS ANTIPERSONAL EN SANTANDER 
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La región del Magdalena Medio santandereano, con 
territorios de las provincias de Mares, Vélez y Soto1, 
está conformada por los municipios de Sabana de To­
rres, Puerto Wilches, Barrancabermeja, Puerto Parra, 
Cimitarra, San Vicente de Chucurí y El Carmen2

• Se 
caracteriza por tener alta producción agrícola y gana­
dera, riquezas naturales tales como petróleo, gas, car­
bón y oro, y por estar allí localizado el principal com­
plejo petrolero del país. Esa realidad contrasta con las 
condiciones de pobreza de la población asentada en la 
región, lo cual se refleja en el permanente surgimiento 
de conflictos laborales y agrarios3

• Desde la década de 
los treinta, época en la que se gestaron conflictos en 
los cuales se fue consolidando un movimiento obrero y 
sindical fuerte, hasta los movimientos sociales de los 
últimos años, la población ha tenido que enfrentar di­
ferentes expresiones de violencia4

• 

En esta región se encuentran grupos de 
autodefensas ilegales y frentes guerrilleros del Eln y 
las Farc. El Magdalena Medio santandereano fue esce­
nario del nacimiento del Eln en 1964. Desde mediados 
de la década del 70 y especialmente en los años 80, la 
guerrilla de las Farc empezó a operar por medio de los 
frentes IV, XII,  XXIII y XXIV. Por su parte, las 
autodefensas ilegales iniciaron su presencia en la zona 
en la década de los ochenta. La confrontación armada 
entre fuerzas militares y grupos insurgentes ha sido 
más com pleja desde " la i r rupción de grupos 
paramilitares y narcoparamilitares, inspirados en ac­
ciones contrainsurgentes y auspiciados por los intere­
ses económicos de los propietarios de- la tierra, co­
merciantes, empresarios petroleros y narcotraficantes"5 • 

La presencia de actores armados en el departamen­
to de Santander se refleja, entre otras acciones, en su 
incidencia respecto al índice de eventos ocasionados por 
minas antipersonal y otros artefactos explosivos aban­
donados. Es bueno señalar que los registros sobre la 
frecuencia por actor de eventos hacen responsable a 
las autodefensas de un (1) evento durante el período 
comprendido entre 1990 y noviembre de 2002, lo cual 
no significa que esos grupos utilizan en menor propor­
ción este tipo de artefactos, sino que, por un la-

1 E l  departamento de Santand er está d ivid ido administrativamente en 
seis ( 6) provincias: Soto ( 16 municipios) , Mares ( 6  mun ic ipios) , Comu­
nera ( 16 municipios) , Guanentina (18 municipios) , G arcía Rovira (12 
municipios) y V élez ( 1 9  municipios) . 

' "Mapa d e  mun icipios d el Magd alen a M ed io" en : Observatorio del 
Programa Presid encial d el D erech os Humanos y DIH ,  Panorama 
Actual del Magd alena Med io. Bogotá, mayo de 2001 ,  pág . 2 .  

3 M ed ina Carlos y Téllez, Mireya. Violencia Parainstitucional e n  Colom­
bia paramilitar y parapolicial. Rodríguez Quito Ed itores, Santafé d e  
Bogotá, 1 994, pág. 137. 

' I bíd . ,  pág. 138. 
5 I bíd., pág. 138. 

do, las fuentes utilizadas por el Observatorio para el 
registro de posible actor, probablemente no tienen co­
nocimiento de su autoría y por otra parte, las cifras 
registradas con los nombres de "Otros" y "Desconoci­
dos", que suman 78 eventos, pueden ser atribuidos a 
cualquiera de los grupos armados ilegales que ope­
ran en el departamento. 

FRECUENCIA POR AUTOR DE EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 11 DE 2002 

Otras Guerril las 6 

Guerri l la no 
identificada 5 

EPL 

Autodefensas 1 

Desconocido 76 

o Autodefensas 0.3%
Desconocido 20.4%

D ELN 53.2% 
• EPL 1.3% 
D FARC 21.8% 
• Guerrilla no 1.3 %

identificada
D Otras Guerrillas 1 .6% 

Total: 1 00.0% 

La provincia de Soto, ubicada al nororiente del 
Santander, constituye un corredor estratégico debido a 
su localización en los límites de los departamentos de 
Cesar y Norte de Santander. La proximidad con este 
último permite comunicar al territorio santandereano 
con la región del Catatumbo (ubicada al norte del de­
partamento de Norte de Santander), región que regis­
tra alta confrontación debido a sus riquezas naturales 
y a su proximidad con Venezuela. Este último aspecto 
hace que la provincia tenga particular importancia en 
el departamento al permitir la formación de un corre­
dor con el país vecino para facilitar las actividades de 
los grupos armados al margen de la ley. Su importan­
cia también se encuentra asociada a la explotación de 
oro (especialmente California, Vetas y Surata). 

Las Farc tienen presencia en la Provincia de Soto 
por intermedio del frente 20; el Eln cuenta con los fren­
tes Claudia Isabel Escobar, Manuel Gustavo Chacón y 
Diego Cristóbal Uribe; por su parte, las autodefensas 
ilegales son aún incipientes y se ubican en los munici­
pios de El Playón y Rionegro6

• La importancia geográfi­
ca de la Provincia de Soto y la confrontación entre gru­
pos armados ilegales refleja la alta concentración de 

' Vicepresid encia d e  la R epública. Seminario Tal ler N acional Promoción de 
un Plan de Acción para el Desminado Humanitario en Colombia. Bogotá, 
octubre de 2002. 
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eventos por minas antipersonal. Siete municipios de la 
provincia concentran mayores accidentes e incidentes 
en el departamento (sin contar con los municipios del 
Magdalena Medio santandereano): California tres (3); 
Charta ocho (8); El Playón diez (10); Matanza catorce 
(14); Rionegro dieciocho (18); Tona uno (1); Suratá 
diecisiete (17); Sabana de Torres siete (7); Lebrija tres 
(3); Girón dos (2); Bucaramanga trece (13) y 
Piedecuesta dos (2) para un total de 98 eventos. 

La provincia de García Rovira, ubicada al oriente del 
departamento, limita con Norte de Santander y Boyacá. 
Al igual que en la provincia de Soto, los corredores que 
se pueden conformar en esta zona la hacen importante 
para los actores armados ilegales; esos corredores les 
permiten unir el centro del país con el nororiente. La 
provincia cuenta con importantes yaci-
mientos de carbón en el 
Páramo de Almor-zadero, 
ubicado en el municipio de 
Cerrito. Las Farc cuentan 
con el frente 45, el Eln tie­
ne en el área al frente Efraín 
Pabón Pabón y las autodefensas 
el frente Pedro Pascasio Martínez7 • 

Siete de los doce municipios de la pro­
vincia registran eventos por minas: 
Capitanejo uno, Cerrito dos, Enciso 
uno, Guaca uno, Macaravita uno, Má­
laga dos y San Miguel uno, para un to­
tal de nueve eventos por ·minas8 • 

En la provincia Guanentina, el Eln hace 
presencia a través de los frentes Capi­
tán Parmenio y Efraín Pabón Pabón; las 
autodefensas cuentan allí con el frente 
Pedro Pascasio Martínez; las Farc re­
gistran presencia de los frentes 11, 
23 y 46. La provincia tiene 18 munici-
pios, hay registros del Observatorio de ocurrencia de 
eventos por minas antipersonal en 4 de estas locali­
dades; a saber, Aratoca, Curití, San Gil y Onzaga, para 
un total de cuqtro eventos. 

Por su parte, en seis de los dieciséis municipios que 
componen la Provincia Comunera, se han registrado 
eventos por minas antipersonal: Galán dos (2); Simacota 
dos (2); Santa Helena del Opón dos (2); El Guacamayo 
uno (1); Contratación uno (1); Suaita uno (1), para un 

7 Vi cepresidenci a  de l a  Repú bli ca, Op. Cit. 
8 Obser vatori o de Min as An tipersonal del Programa Presidenci al de 

Derechos Humanos y DIH. San tander Op. Ci t. 

total de nueve eventos9 • En el área ejercen influencia 
los frentes Capitán Parmenio y Efraín Pabón Pabón 
del Ejército de Liberación Nacional. 

La provincia de Vélez, ubicada al suroccidente del 
departamento, tiene en el municipio de Barbosa un puerto 
terrestre que permite la comunicación rápida con Bogo­
tá, Tunja y Bucaramanga; su proximidad con el valle 
medio del Magdalena hace que sea una provincia con 
presencia histórica de los grupos armados ilegales. Las 
Farc actúan a través de los frentes 11, 23 y 46 (Barbosa, 
Florián, La Belleza, Landázuri, Vélez y Jesús María); en 
las mismas zonas ·se encuentra el frente Guillermo 
Vásquez del Eln; las autodefensas cuentan con el frente 
Lanceros de Vélez y el bloque Magdalena Medio 
específicamente en los municipios de Rionegro, Sabana 
de Torres, El Playón, Lebrija y Landázuri10• Diez de sus 

diecinueve municipios presentan eventos 
por minas antipersonal, con 29 even­

tos en total, relacionados de la si­
guiente forma: Albania uno, 

Barbosa tres, Bolívar tres, 
Florián uno, La Paz dos, 
Landázuri cuatro, Sucre 
nueve, Puerto Parra 
tres, Cimitarra dos y 
Vélez uno11 • 

Durante la primera 
mitad de los años ochen­
ta, al igual que en depar­

tamentos como Boyacá, 
Antioquia y Cundi­

na marca, en 
Santander los 
grupos de auto­
defensas ilegales 
contaron con el 
apoyo de narco-

traficantes y esmeralderos12; desde la segunda mitad 
de los ochenta hasta la primera mitad de los noventa 
este grupo intensificó su actividad armada en San Vi­
cente de Chucurí y El Carmen; en los cinco años res­
tantes de esa década concentraron sus acciones en 
el Magdalena Medio santandereano y cercaron la ciu­
dad de Barrancabermeja13 •

9 Observatorio de Min as An tipersonal del P rograma Presidenci al de 
Derechos H umanos y DIH. Santander, Op .  Ci t. 

10 Vice presiden ci a de la Repúbli ca, Op. Ci t. 
11  Observatori o de Minas An tipersonal del Programa P residencial de 

Derechos H umanos y DIH. Santander, Op. Ci t. 
" P rograma Presidenci al de Derechos H umanos Panorama Actual del 

Magdalena Medio, Bogotá., mayo  de 2001,  pág.6 .  
1 3  lbíd ., pág. 6 .  

9 
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A partir de 2000 las autodefensas ilegales iniciaron 
una arremetida en la región, disputando territorio a las 
guerrillas. Con ello se intensificaron los enfrentamientos 
en municipios como Rionegro, Playón, Suratá y Matan-
za. En la provincia de García Rovira las autodefensas 
ilegales, por medio de su actividad armada, han reple-
gando al Eln hacia la zona de páramo, y a las Farc hacia 
Boyacá y Norte de Santander donde cuentan con fuerte 
presencia. La incursión de grupos de autodefensa se 
evidencia en los aproximadamente 2.000 combatientes 
que mantienen en el departamento14. 

La guerrilla del Eln, debilitada en las zonas planas15, 

concentró durante el período de 1990 a 2000 el 40%16 

de sus acciones en la Región del Magdalena Medio: 
ataques al oleoducto, los gasoductos y poliductos, es-
pecialmente en Barrancabermeja. Estas acciones con-
tra la infraestructura energéti ca y petrolera se 
incrementaron en 2001, año en el que se registraron 
260 atentados contra el oleoducto (una voladura cada 
36 horas), mientras que entre 1990 y 2002 el promedio 
anual de esta clase de atentados fue de 9317 • 

Los ataques del Eln a la Fuerza Pública se caneen-
traron pr inc ipalmente en el Magda lena Medio 
santandereano, con especial énfasis en Barrancaber-
meja (dieciocho ataques) y Sabana de Torres en tres 
ocasiones. Igualmente hubo una alta concentración 
de contactos armados entre 1990 y 2000, el 33% co-
rrespondieron al Eln18 y se registraron especialmen-
te en San Vicente de Chucurí y Barrancabermeja. 

La actividad armada de las Farc se ha consolidado 
en el Magdalena Medio santandereano con el 37.9% 
de acciones, frente al 31.7% en el Magdalena Medio 
antioqueño y el 17.2% en el sur de Bolívar19• 

Señala el Informe del Defensor del Pueblo (Regio-
nal Magdalena Medio), Jorge Gómez Lizarazo, que la 
actividad de los grupos de autodefensa ilegales en el 
Magdalena Medio presenta cuatro etapas: la primera 
fase es de aniquilamiento y destrucción del tejido so-
cial democrático de la población civil, fase en el cual 
se intensifican las violaciones a los derechos humanos 
y las infracciones al DIH. En segundo lugar, la fase de 
control social en la cual las autodefensas actúan como 

1• Vicepresidencia de  la Repúb lica, Op. Cit. 
15 Observatorio d el P rograma Presidencial de D erechos Humanos y DIH. 

Panorama actual del Magdalena Medio. B ogotá, mayo de 2001, pág. 4 .  
16 Ibíd . ,  pág. 5. 
17 Min isterio de Defensa, pág. 78. 
18 Observatorio de Derechos Humanos d el Programa Presid encial d e  

Derechos Humanos y DIH, Op. Cit., pág. 5. 
19 Ibíd . ,  pág. 6. 

un aparato de seguridad que sustituye a las fuerzas de 
t__,/ seguridad del Estado y establecen economías ilegales. 

En la fase de reorganización social surgen organizacio-
nes políticas, económicas, sociales, culturales que sus-
tituyen a aquellas que fueron desarticuladas en la pri-

FRECUENCIA MUNICIPAL DE EVENTOS PDR MAP / UXO 
DE 1990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

Albania o 
Aratoca 1 o 1

Barbosa 3 o 3

Barrancabermeja 63 17 80 

Betulia 7 o 7

Bolívar 3 o 3

Bucaramanga 6 7 13 

California 2 3 

Capitnejo 1 o 1

Cerrito 2 o 2

Charta 7 8

Cimitarra 1 2

Contratación o 
Curití o 
El Carmen 16 18 34 

El Guacamayo 1 o 1

El Playón 7 3 10 

Enciso o 
Florián o 
Galán 1 2 

Girón 2 o 2 

Guaca o 1

La Paz 2 o 2 

Landázuri 3 4 

Lebrija 3 o 3

Macaravita o 1

Málaga 2 o
Matanza 5 9 14 

Onzaga o 1

Piedecuesta 2

Puerto Parra 3 o 3

Puerto Wilches 3 o 3

Rionegro 14 4 18 

Sabana de torres 7 (J 7 

San Gi l 1 o 
San Miguel o 
San Vicente de Chucurí 75 18 93 

Santa Helena del Opón 2 o 2

Simacota 1 2

Su atta o 
Sucre 9 o 9

Suratá 11 6 17

Tona o 
Vélez o 1

Zapatoca 6 2 8 

O AL 277 97 374 
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mera fase. En la última fase, denominada de legali­
zación y legitimación, debilitan al Estado y establecen 
una gobernabilidad y control totalitario. Según sus pa­
labras, "No se enfrentan militarmente con fuerzas de 
seguridad y viceversa, por el contrario establecen con­
nivencia territorial"2º. 

FRECUENCIA DE EVENTOS PDR MAP / UXO 
DE 1990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

D Accidentes 
D Incidentes 

Total: 

25.9% 
74. 1 %

1 00.0% 

Los años 1992 a 1995 presentaron mayor canti­
dad de eventos por minas antipersonal : 219 de los 
374 registrados desde 1990 hasta noviembre de 2002, 
cifra que representa el 58% del total de eventos ocu­
rridos en Santander. Este aumento en los eventos por 
minas coincide con el surgimiento de algunos frentes 
de las Farc y el crecimiento de otros del Eln. Este 
último grupo es presuntamente el autor de la mayo­
ría de eventos por minas antipersonal en la zona y ha 
tenido una fuerte presencia histórica en el departa­
mento, especialmente en la zona del Magdalena Me­
dio santandereano. 

1 00 

FRECUENCIA ANUAL DE EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 
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Entre 1996 y 1999 se registra una baja en los even­
tos por minas antipersonal. A partir de 2000 los even­
tos se incrementan presentando un total de 88 entre 
ese año y 2002, lo que representa el 23.5% del total a 
nivel departamental; este aumento puede explicarse 
por la arremetida iniciada por parte de las autodefensas 
ilegales, con el objeto de despojar a la guerrilla del 
control que ha ejercido en el departamento, especial­
mente en el puerto petrolero de Barrancabermeja, donde 
llegaron a tener control del casco urbano. Otra causa 
del incremento de eventos es la respuesta de los gru­
pos armados ilegales ante "la eficiencia de las accio­
nes de los cuerpos de seguridad del Estado, expresado 
en un aumento en el número de capturas y de miem­
bros de estas organizaciones dados de baja en com­
bate frente a la Fuerza Pública'121

• 

La mayoría de los eventos por minas antipersonal 
se han registrado en las zonas rurales (293 eventos), 
lo cual representa el 78.3% del total presentados en el 
departamento22 • A pesar de la intensificación del con­
flicto en zonas urbanas como Barrancabermeja y 
Bucaramanga, el registro de eventos por minas es bas­
tante bajo frente a las zonas rurales con un total de 37 
eventos que representa el 9.8% del total en Santander. 
A nivel nacional se presentaron 169 eventos urbanos, 
es decir, que los 37 eventos urbanos registrados en el 
departamento en ese mismo período (1990 -noviem­
bre de 2002) representan el 21.8% del total nacional; 
podemos concluir que uno de cada cuatro eventos ur­
banos por acción de MAP/UXO sucede en Santander. 
Por el contrario, los eventos en la zona rural represen­
tan el 17.2% del total nacional, es decir que los even­
tos por minas en áreas urbanas tienen un crecimiento 
mayor a los que se presentan en las áreas rurales. 

Uno de los indicadores sobre la mayor efectividad 
de las acciones de la Fuerza Pública durante el año 
de 1994 fue el alto número de incautación de MAP/ 
UXO en el departamento, alcanzando la cifra de 66 
que representa el 72.5% de todos los eventos de MAP/ 
UXO durante ese año y el 49.4% del total de incauta­
ciones realizadas en Santander durante el período 
comprendido entre 1990 y noviembre de 2002 (185). 

El registro sobre la presencia de campos minados 
en el departamento fue mayor en el año de 1994 (16) 
cifra que representa el 17.5% del total de eventos de 

'º Ibíd., pág. 13 .  
21 Mi nisterio de Defensa N acional, Op. Cit. pág. 8. 
" Observatori o de Mi nas Antipersonal. Registro Histórico de minas 

antipersonal, Ti po de áreas según eve nto por MAP/UXO, Noviembre de 
200 2, Santander. 
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TIPO DE ÁREA AFECTADA POR EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

Rural 293 
• Desconocida

D Rural
D Urbana

Total: 

1 1 .8% 
78.3% 
9.9% 

1 00.0% 

ese año y un 20.2% del total de registros por campos 
minados del período comprendido entre 1990 y no­

viembre de 2002 que fue de 7923
• Si tenemos en cuenta 

que  durante este  período se reg istraron 52 

desactivaciones de campos minados (46%), aún ten­

dremos 27 sin desactivar, es decir, el 34% del total de 

campos minados registrados sin incluir los 34 even­

tos registrados como "sospecha de campos minados", 

que de resultar verdaderos, significarfa 113 campos. 

Las víctimas registradas en Santander entre 1992 y 

1994 fueron 1 11, lo cual representa el 54% de las 203 

registradas en el departamento durante el período 1990 

-noviembre de 2002. Si tenemos en cuenta que el pe­

riodo 1992-1994 se registraron a nivel nacional 330

víctimas, significa que el departamento de Santander
aportó el 33.6% del total durante esos tres años. Las

203 víctimas registradas en el departamento repre­

sentan el 13.1% del total nacional (1.541) durante el

período comprendido entre 1990 y noviembre de 2002.

VÍCTIMAS DE EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 9!11J A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

1 990 o 
1 99 1  o 2 1 2 1  

1 992 1 0  54 64 

1 993 o 20 20 

1 994 o 27 27 

1 995 o 1 1 1 1  

1 997 o 6 6 

1 998 o 3 3 

1 999 o 5 5 

2000 o 4 4 

2001 o 22 22 

2002 3 20 

TOJAL 1 3  20,i 

Las ocasionadas por acciones de desminado fue­

ron 13 que representan el 6.4% del total de víctimas 

del departamento (203) durante el período estudia­

do. Las 190 restantes se presentaron en acciones fuera 

de desminado que representa el 93.6% del total de 
víctimas del departamento y el 12.7% de los acciden­

tes ocasionados en acciones diferentes al desminado. 

Del número de víctimas en el departamento, la 

mayoría corresponde a personal militar (118), repre­

sentando el 58. 1 % del total de las registradas en 

Santander y el 11.9% frente al nivel nacional. De es­

tas 1 18 víctimas, 96 se presentaron en la primera 

mitad de la década de los años 90, período en el cual 

los eventos por minas fueron los más altos que se 

registraron entre 1990 y 2002. 

VÍCTIMAS POR CONDICIÓN DE EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

1 990 o o o
1 991 6 o o 1 5  2 1  

1 992 20 o o 44 64 

1 993 8 o o 1 2  20 

1 994 1 3  o o 1 4  27 

1 995 o o o 1 1  1 1  

1 997 5 o o 6 

1 998 3 o o o 3 

1 999 4 o o 1 5 

2000 4 o o o 4 

2001 1 2  8 22 

2002 8 o 1 1 1 20 

TOTAL 83 1 2 1 1 3 204 

En la segunda mitad de los años 90, el número de 

víctimas bajó a 32 personas afectadas, cifra que signifi-
ca el 15.7% a nivel departamental, frente a la primera 

mitad de la década del noventa, período en el cual se 

registraron 144 víctimas, es decir, el 70% de las regis-

tracias en el período estudiado en el departamento (1990 

-noviembre de 2002).EI número de víctimas registradas

se incrementa nuevamente durante los años 2001 y 2002

en los cuales se observan 41 víctimas, representando

un 20.% del total, período en que la acción de las

autodefensas se incrementa en el departamento, des-

plazando la mayor ingerencia de la guerrilla.

23 Observato rio d e  Min as Antiperso nal . Registro Histórico de minas 
antípersonal, Frecuencia por tipo de evento por MAP/UXO, noviembre 
de 2002, Santand er. 
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FRECUENCIA POR TIPO DE EVENTOS POR MAP / UXD DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

!!!!!JI 1 se 1  U t9s2H t 993Jl l 994�ffi9s]I 1 990 
Otros o o o o o o o o o o o o 1 1 

Accidente por UXO o 1 o o o o o 1 3 1 2 1 o 9

Campo Minado 1 7 1 3  6 1 6  7 3 4 1 1 6 1 1  3 79

Desactivación o o 1 3 5 4 3 o 4 o 4 6 7 6 52

Desplazamiento o o o 1 2 o o o o o o o o 3

I ncautación o o 1 6 27 66 20 9 6 2 1 0  5 9 1 5  1 85

Producción de Minas (Fábrica) o o 1 o 1 o o o o o o 1 1 4 

Sin Información o o o o o o o 1 1 1 o 1 3 7 

Sospecha de Campo Minado o 2 9 5 2 2 o 2 o 2 o 3 7 34 

TQTAL ,rnnnnnnnnnnnnnnnrnnnnn1Ta1íT&l1 374 

Los civiles registran un alto número, 82 víctimas, 
que equivalen al 40.4% del total en el departamento. 
A nivel nacional también se presenta un alto número 
de personas civiles afectados por acción de las MAP/ 
UXO (524) que representan el 34% del total nacional 
de víctimas que es de 1.541. 

En medio del conflicto armado, los derechos hu­
manos son violados por igual a hombres y mujeres; 
pero, específicamente en el caso de las mujeres no 
se han cuantificado, como sucede con la violencia 
sexual, embarazo y prostitución forzada24• 

La Constituyente Emancipatoria de Mujeres es uno 
de los espacios que reivindica la acción de las mujeres 
en medio del contexto social y político del país; es un 
evento desde las organizaciones de mujeres ejercien­
do una expresión de poder femenino y autoinstaurando 
un espacio-territorio ético y estético de resistencia no 
violenta al patriarcalismo, la guerra y las distintas vio­
lencias25. Su prioridad es una política de Estado enca­
minada hacia la negociación del conflicto armado y de 
los conflictos sociales, que trascienda intereses de go­
bierno e incluya representación de la sociedad civil. 

La importancia de la misma se evidencia en pala­
bras de la senadora Piedad Córdoba quien afirmó: "La 
constituyente de mujeres es importante porque las mu­
jeres tenemos que hablar en términos de construcción 
del Estado, de constitucionalidad, enmarcamos también 
en la estructura del Estado y del modelo de desarrollo"26 • 

Frente a este panorama encontramos que los regis­
tros de mujeres afectadas por minas en Santander 
señalan 13 v íct imas, es decir, representan el  

24 Inform e sobre violen cia soci opolítica con tra las muj eres y n iñ as en 
Colombia, Segund o Avan ce 2001. 

25 Voces de Mujer; Bo letín No 4, Bog otá, no viembre de  2002, pág .  5. 
26 Voces de Mujer; Op. Cit., pág .  3 .

6.4% del total de víctimas del departamento y un 1 1.9% 
del total nacional (109)27. Por otra parte, 181 corres­
ponden a víctimas hombres que representan el 89% 
de las víctimas a nivel departamental y el 13. 1  % a 
nivel nacional. 

VÍCTIMAS POR SEXO DE EVENTOS POR MAP / UXO 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

O Desconocido 4.4% 

• Femenino 6.4% 

o Masculino 89.2% 

Total: 1 00.0% 

Masculino 1 82 

Los menores de edad se han visto envueltos en 
medio del conflicto armado de diferentes formas. Una 
de ellas es la violación a los derechos humanos e in­
fracciones al DIH a las cuales han estado sometidos. 
Según la Comisión Colombiana de Juristas, entre oc­
tubre de 1996 y septiembre de 1999 cada seis días un 
menor fue objeto de un atentado contra su vida, al­
gunos de ellos fueron torturados antes de morir y otros 
fueron torturados y dejados con vida28• Datos de la 
Fundación País Libre señalan que entre 1995 y 1999, 
834 niños y niñas fueron secuestrados y 106 más co­
rrieron la misma suerte entre enero y mayo de 2002. 

" Observatorio de M in as An tipersonal. Registro histórico de minas 
antipersonal, Víctimas por sexo de even tos por MAP/UXO, N oviembre 
11 de 2002. In formación n acion al . 

28 Orduz, Rafael. "E vitar la vin culación d e  n iñ os, n iñ as y jóven es a la 
g uerra: un a priorid ad d e  tod os. En: Niñez y conflido armado en Co­
/omb,a"Vicepresid en cia d e  la República, Bog otá, 2002, pág .  34. 
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Asimismo, se establece que aproximadamente 200 mil 
niños y niñas trabajan en cultivos de uso ilícito29, cifras 
que colocan en evidencia la alta vulnerabilidad de los 
menores de edad en el contexto de conflicto armado. 

Un segundo aspecto es su vinculación a los grupos 
armados ilegales que puede ser "sugerida, forzada o 
voluntaria''3º . Una vez dentro, los menores son utiliza­
dos generalmente para participar directamente en las 
hostilidades, algunos deben "limpiar" zonas de comba­
te que se encuentran minadas, igualmente prestan 
guardia, patrullan, realizan labores de inteligencia o 
labores como mensajeros y estafetas; las niñas, ade­
más de realizar estas labores se ven sometidas a rea­
lizar actividades de tipo sexual31 • 

VÍCTIMAS POR MAP / UXO SEGÚN RANGO DE EDAD 
DE 1 990 A NOVIEMBRE 29 DE 2002 

o Desconocido
0 f'v!ayor de 1 8

anos 
� Menor de 1 8  

años 
Total: 

4.4% 

6 .4% 

89.2% 

1 00.0% 

Las cifras de víctimas por minas revelan que los 
mayores de dieciocho años (162) representan el 79% 
del total departamental y el 13.9% del nivel nacional 
(1.160). Por su parte los niños y las niñas víctimas de 
minas anti personal (28) significan un 1 3. 7% en 
Santander y un 12% frente a los 232 menores víctimas 
que existen en todo el país. El número de víctimas adul­
tas es mayor en la primera década del noventa; en la 
segunda mitad de esa década, hasta el 2000, se regis­
tran menos, y en 2001 y 2002 se incrementa el núme­
ro tanto de adultos como niños y niñas32 • 

29 Ord uz, Rafae l. Op. Cit ., pág. 34. 
30 ICBF, Procuraduría Ge neral de la Nación . Guerreros sin sombra. 

Bogotá, Colombia, 2 002, pág. 35. 
31 I bíd . , pág. 37. 
32 Observatorio de Minas Anti personal. Registro Histórico de eventos por. 

minas antipersonal, V íctimas por MAP segú n rango de edad ,  Noviembre 
de 2002, Santander. 

Para la elaboración de los gráficos del presente boletín 
se utilizo la información del Observatorio de Minas 
Antipersonal del Programa Presidencial de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, basado 
en los boletines diarios del DAS, procesados por la Sala 
de Estrategia Nacional de la Presidencia de la República 
de Colombia y medios escritos: El Tiempo, El Espectador, 
El Colombiano, El País, El Heraldo y Vanguardia Liberal. 
Asistencia Técnica del Centro Internacional de Ginebra 
para el Desminado Humanitario- Gobierno Suizo. 

"Otra prioridad del Gobierno en materia del Dlfl será el cumpli­
miento de la Convención de Ottawa «sobre la prohibición, empleo, 
almacenamiento, producción y transferencia de minas y sobre su 
destrucción». El Gobierno fortalecerá el Observatorio de minas 
antipersonales, los procesos de sensibilización y prevención, así como 
el proceso de desminado del territorio colombiano dadas las parti­
cularidades del conflicto y desarrollará acciones de atención a las 
víctimas. Además, antes del primero de marzo de 2005 destruirá 
aquellas almacenadas y que no estén siendo utilizadas para la pro­
tección de bases militares, infraestructura energética y/o de comu-

• . H , 
n,caaones . (PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. BASES DEL PLAN NACIONAL DE 

DESARROLLO 2002-2006). 
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El 18 de septiembre de 1997 se elaboró en Oslo, 
Noruega, la "Convención sobre la prohibición del em­
pleo, almacenamiento, producción y transferencia de 
minas antipersonal y sobre su destrucción", conocida 
mundialmente como "Convención de Ottawa". El pri­
mero de marzo de 1999 entró en vigor, menos de 
quince meses después de haber sido abierta a firma 
entre el 3 y el 4 de diciembre de 1997 en la ciudad de 
Ottawa, Canadá. Se trata de uno de los instrumentos 
multilaterales más exitosos en cuanto a la rapidez con 
que se convirtió en ley internacional. Esto demuestra 
el compromiso político que existe en el mundo entero 
para prohibir las minas antipersonal. 

Un reciente informe del Comité Internacional de la 
Cruz Roja indica que "El número anual de víctimas ha 
disminuido de forma espectacular :  más del 65%, en 
lugares como Bosnia-Herzegovina, Camboya y Croacia, 
donde se están aplicando la prohibición del empleo de 
minas terrestres antipersonal y los requisitos de limpie­
za de las minas y de sensibilización al peligro de las 
mismas. Se dice que los Estados Partes en la Conven­
ción de Ottawa ya han destruido 27 millones de ellas. 
La reciente adhesión a la Convención de Afganistán y 
Angola -dos de los países más infectados de minas­
ha sido especialmente bien acogida"1 •

El texto de la Convención señala obligaciones a cada 
uno de los Estados Parte que se comprometen a "nun­
ca, y bajo ninguna circunstancia : a) Emplear minas 
antipersonal; b) Desarrollar, producir, adquirir de un 

E 

o 

o 

modo u otro, almacenar, conservar o transferir a cual­
quiera, directa o indirectamente, minas antipersonal; 
c) Ayudar, estimular o inducir, de una manera u otra, a
cualquiera a participar en una actividad prohibida a un
Estado Parte conforme a esta Convención'12 •

En 1998 el Gobierno colombiano, decidido a poner 
fin al sufrimiento y a las muertes causadas por las mi­
nas antipersonal, fijó como uno de sus lineamientos de 
política de derechos humanos y Derecho Internacional 
Humanitario la acción contra las minas antipersonal. 
Dentro de dicho propósito y como un área prioritaria 
de trabajo, se dispuso el impulso al proceso de ratifi­
cación e la Convención de Ottawa. 

Este l ineamiento de pol ítica se a de lantó 
exitosamente conduciendo a la  expedición de la  Ley 
554 de enero 14 de 2000, por medio de la cual se 
aprobó la Convención. La Ley fue revisada por la Corte 
Constitucional que la declaró exequible mediante la sen­
tencia C-991/2000 del 2 de agosto del mismo año. El 
6 de septiembre siguiente, en el marco de la Cumbre 
del Milenio, el presidente Andrés Pastrana depositó el 
instrumento de ratificación. Colombia se convirtió en el 
Estado Parte número 103 de esta Convención. El Trata­
do entró en vigor para el país el 1 o de marzo de 2001. 

1 Comité I nternacional d e  la Cruz Roj a, informe de d iciem bre de 2002. 
http:///www.i crc. org Acceso d el 18 d e  enero de 2003. 

2 Texto completo de la Conven ción de Ottawa en : Campaña Colom bia­
na Contra las Minas, Aproximación al tema de las minas antipersonal 
en Colombia, Bogotá, agosto de 2002, págs. 1 13-121. 

r � 
El Centro Internacional de Ginebra para el Desminado Humanitario (CIGDH) fue establecido en 1998 para 

apoyar los esfuerzos de acción contra las minas de la comunidad internacional en general y de las Naciones Unidas, 
en particular. Contribuye a la formulación y al desarrollo de procedimientos, prácticas y tecnologías mejoradas en 
la acción contra las minas. Los estudios que prepara enfocan problemas actuales presentados por los técnicos en 
el terreno o por los donantes para incrementar la seguridad en el desminado. El CIGDH aporta apoyo y asistencia 
operacionales específicos para las actividades en curso en el terreno de la acción contra las minas. Difunde e instala 
el sistema de gestión de información para acción contra las minas (IMSMA, Information Management System for 
Mine Action) que cubre las necesidades de recolección de datos e información. En Colombia, el Observatorio de 
Minas Antipersonal utiliza este sistema desde junio de 2001. 

La Campaña Internacional para la Prohibición de las Minas, ICBL (por sus siglas en inglés), es una coalición de 
organizaciones no gubernamentales activa en más de 60 países del mundo. Desde 1991 ha conformado un 
movimiento cuyo llamado principal se dirige a la prohibición global de las minas antipersonal, el cese total de su 
producción, almacenamiento y transferencia, así como el aumento de los recursos internacionales para el desminado 
humanitario y la asistencia a víctimas. La Campaña Internacional para la Prohibición de las Minas recibió en 1997 el 
Premio Nobel de la Paz en un abierto reconocimiento a su trabajo. En nuestro país, la Campaña Colombiana 
Comtra Minas -CCCM, nació en mayo de 1997 como una iniciativa ciudadana, voluntaria e independiente; en enero 
de 2000 se constituyó como una organización no gubernamental y se convirtió en miembro activo de la ICBL y 
parte de su Comité Coordinador. Actualmente desarrolla sus actividades en varias regiones de Colombia. 

� � 
1 5  



F 

1 6  

- fe e ó D E a���-v��

(F r-�6 r� b J. CGJ

Los Estados Parte, 

Decididos a poner fin a l  sufrimiento y las muertes 
causadas por las minas antipersonal, que matan o mu­
tilan a cientos de personas cada semana, en su mayor 
parte civiles inocentes e indefensos, especialmente ni­
ños, obstruyen el desarrollo económico y la reconstruc­
ción, inhíben la repatriación de refugiados y de perso­
nas desplazadas internamente, además de ocasionar 
otras severas consecuencias muchos años después de 
su emplazamiento, 

Creyendo necesario hacer sus mejores esfuerzos para 
contribuir de manera eficiente y coordinada a enfrentar 
el desafío de la remoción de minas antipersonal coloca­
das en todo el mundo, y a garantizar su destrucción, 

Deseando realizar sus mejores esfuerzos en la pres­
tación de asistencia para el cuidado y rehabil itación de 
las víctimas de minas, incluidas su reintegración social 
y económica, 

Reconociendo que una prohibición tota l de minas 
antipersonal sería también una importante medida de 
fomento de la confianza, 

Acogiendo con beneplácito la adop­
ción del Protocolo sobre prohibiciones 
o restricciones del empleo de minas,
armas trampa y otros artefactos, se­
gún fuera enmendado el 3 de mayo
de 1996 y anexo a la Convención so­
bre prohibiciones o restricciones del
empleo de ciertas armas convencio­
nales que puedan considerarse exce­
siva mente nocivas o de efectos
indiscriminados; y haciendo un llama­
do para la pronta ratificación de ese 
Protocolo por parte de aquellos Esta­
dos que aún no lo han hecho, 

Acogiendo con beneplácito, asi­
mismo, la Resolución 51/45 S del 10 
de diciembre de 1996 de la Asam­
blea General de las Naciones Unidas, 
en la que se exhorta a todos los Esta­
dos a que procuren decididamente 
concertar un acuerdo internacional 
eficaz y de cumplimiento obligatorio 
para prohibir el uso, el almacenamien­
to, la producción y la transferencia de 
las minas terrestres antipersonal, 

Acogiendo con beneplácito, además, las medidas 
tomadas durante los ú ltimos años, tanto uni laterales 
como multi laterales, encaminadas a prohibir, restrin­
gir o suspender el empleo, almacenamiento, produc­
ción y transferencia de minas antipersonal, 

Poniendo de relieve el papel que desempeña la con­
ciencia pública en el fomento de los principios humani­
tarios, como se ha puesto de manifiesto en el llamado 
hecho para lograr una tota l prohibición de minas 
antipersonal, y reconociendo los esfuerzos que con ese 
fin han emprendido el Movimiento de la Cruz Roja y la 
Media Luna Roja, la Campaña Internacional para la 
Prohibición de las Minas y otras numerosas organiza­
ciones no gubernamentales de todo el mundo, 

Recordando la Declaración de Ottawé! del 5 de oc­
tubre de 1996 y la Declaración de Bruselas del 27 de 
junio de 1997, que instan a la comunidad internacio­
nal a negociar un acuerdo internacional jurídicamen­
te vinculante que prohíba el uso, el almacenamiento, 
la producción y la transferencia de minas antipersonal, 

Poniendo énfasis en el deseo de lograr que todos los 
Estados se adhieran a esta Conven­
ción, y decididos a trabajar denoda­
damente para promover su universa­
lidad en todos los foros pertinentes, 
incluyendo, entre otros, las Naciones 
Unidas, la Conferencia de Desarme, 
las organizaciones y grupos regiona­
les, y las conferencias de examen de 
la Convención sobre prohibiciones o 
restricciones del empleo de ciertas ar­
mas convencionales que puedan con­
siderarse excesivamente nocivas o de 
efectos indiscriminados, 

Basándose en el principio del de­
recho internacional humanitario según 
el cual el derecho de las partes en un 
confl icto armado a elegir los méto­
dos o medios de combate no es ilimi­
tado, en el principio que prohíbe el 
empleo, en los conflictos armados, de 
armas, proyectiles, materiales y mé­
todos de combate de naturaleza tal 
que causen daños superfluos o sufri­
mientos innecesarios, y en el princi­
pio de que se debe hacer una distin­
ción entre civiles y combatientes, 
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